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			A quienes no se atrevieron a hacer lo que debían por temor a la repercusión de sus propias decisiones, para que recapaciten hasta donde su conciencia se lo permita

		

	
		
			Prólogo

			Si te levantas con el pie cambiado, en cuanto te des cuenta, ya te encargarás de sustituirlo por el otro, pero, te levantes con el que te levantes, será a lo largo del día cuando te percatarás de si el primer pie que pusiste en el suelo fue o no el más acertado.

			Aquel día no presagiaba trompicones. Todo se presentaba apacible, tanto como el mar en los instantes previos a una tormenta, aunque llamar tormenta a lo que tan solo era una noticia de prensa que en principio estaba muy lejos de afectarte sería demasiado.

			

			De desayuno, una pulguita que había que descongelar —pues congelada quedó después de darle la estructura de un bocadillo que nunca llegaría a serlo— y que humildemente se conformaría con que la untara con algo de mantequilla. Para beber, un café descafeinado, con leche desnatada para no desentonar. La verdad es que lo de descafeinado no lo tengo nada claro, pero me da la impresión, solo la impresión sin contrastar, de que la cafeína me aumenta la frecuencia cardiaca, y si la bajamos, puede que el corazón quizá me aguante un poco más, no sé cuánto más, pero me ilusiona cuidarlo con algo que no me cuesta demasiado trabajo.

			Mientras tomaba tan precario desayuno, de pie, como si estuviera en la barra de una cafetería, activaba la pantalla de mi ordenador para engancharme a cualquier medio de prensa que tuviera la osadía de no comulgar con ruedas de molino. Todos ellos de la más rigurosa izquierda, incluso a la izquierda del partido que estaba en el poder, al que más de una vez había votado con algo de remordimiento, pero sin ningún propósito de enmienda. Quizá lo sensato hubiera sido explorar también los medios afines, incluso los demasiado afines a la derecha, para contrastar la información. Sería algo así como infiltrarse en las filas enemigas, pero no me seducía la idea; ese bando lo tenía más que leído y escuchado después de tantos años sufriéndolo.

			Gobierno bolivariano, chavista, bilduetarra, España es un Estado policial, comunista, bolchevique, rompespaña, perro Sánchez palante, Begoña, su mujer, también palante, fiscal general del Estado por supuesto que palante también, y todo aquel que no le cayera como debiera también palante, por decir solo algunas, eran las lindezas, puestas en boca de la derecha más encarnizada, liderada por Isabel Díaz Ayuso, Cuca Gamarra, Miguel Tellado, Santiago Abascal y, en menor medida —porque aunque no sea mucho más listo, tampoco es tan torpe como los anteriores y eso es de agradecer—, por Alberto Núñez Feijóo.

			Me liberé de tanto improperio y me topé con una noticia que me sorprendió. Desconocía que el en otro tiempo rey de España, hoy degradado a tan solo emérito como premio a sus buenos servicios —así es como la Real Academia Española define el vocablo—, supiera escribir, quiero decir escribir libros; buenos o malos, como en mi caso, da igual. Nunca oí que se le pusiera sonido a algo que procediera de su puño y letra. Los discursos de Navidad, creo que no me equivoco y tampoco lo critico, son otros quienes los escriben, y él se limita a leerlos, pero, si alguna aportación personal hubiera en ellos —como la de que todos somos iguales ante la ley—, sería porque no caería en ese momento en la cuenta de lo que decía el artículo 56.3 de nuestro sagrado texto constitucional, y si le añadíamos lo de la ejemplaridad sería porque no tenía a mano un espejo en que mirarse.

			No, no había leído del todo bien la noticia, o es que solo me había fijado en el titular, que de ordinario la venía a resumir aunque no con rigurosa fidelidad. El rey emérito no es que se propusiera escribir un libro, eso nunca lo haría, sería demasiado trabajo. Se lo encargaría a una escritora francesa llamada Laurence Debray y su título sería Reconciliación. 

			Me puse a pensar, de vez en cuando lo hago: ¿reconciliación con quién?, ¿con Adolfo Suárez? Algo me dijo que no, acabaron como el rosario de la aurora. Con Felipe González siempre se llevó muy bien, tan bien como se siguen llevando. ¿Con Alfonso Armada? Es posible que sí, ya que debía estarle eternamente agradecido por haber guardado un sospechoso silencio tras su salida de prisión. ¿Con la Agencia Tributaria? Con esta solo se llevaba bien a ratos, y uno de los peores fue cuando se vio forzado a regularizar en dos tandas de 678.393,72 y 4.395.901,96 euros para no incurrir en varios delitos fiscales, lo que consiguió gracias a la pasividad de las instituciones encargadas de su persecución. 

			Vaya una cosa por la otra. Al emérito nunca le gustó soltar pasta, y si no que se lo pregunten a su yerno cuando todavía lo era, que bien que se hubiera podido librar del chaparrón judicial si su real suegro se hubiera prestado a poner sobre la mesa determinadas cantidades de dinero cuando todavía estaban por conocerse todos los entresijos del caso Nóos. Menos aún le gustaba ser encausado por fraudes a la Hacienda pública; aunque fuera algo imposible en una Administración de Justicia como la que tenemos, no había que tentar al diablo. ¿Reconciliación quizá con los empresarios que se ofrecieron a prestarle el dinero, si es que realmente fue así, por no habérselo devuelto? No hay que descartar tampoco que tratara de reconciliarse con Marta Gayá por la discreción que siempre tuvo a cambio de los muchos cuernos que le ponía. No creo que le dedique ni un solo capítulo, todo lo más una somera referencia a Bárbara Rey, y menos aún a Corinna zu Sayn-Wittgenstein, quienes a su criterio tan mal pago le dieron con lo bien que con ellas se portó.

			

			Seguro que derrochará amor, comprensión y hasta elevará a los altares a su esposa, la reina Sofía, a la que, sin el menor propósito de enmienda, no se cansaría de pedirle perdón insinuando que en el fondo, muy en el fondo, había sido la única mujer a la que había querido. ¡A buena hora!

			En este peregrinar autoinculpatorio de un meapilas, se detendría un momento para pensar si merecería la pena pedirle clemencia a un tal Iñaki Urdangarin por los 949 días que permaneció en prisión, que en un sitio como ese las estancias se cuentan más por días, para evitar que su esposa e infanta de España sufriera la misma pena, aunque los encargados de que ello pudiera llegar a ser así no estuvieran mucho por la labor.

			Y ahora que suenen las fanfarrias, que el acontecimiento bien se las merece. ¿Puede que realmente tratara de reconciliarse nada menos que con todos los españoles? Sería algo así como un remake de algo que sonaría a «Lo siento mucho, me he equivocado y no volverá a ocurrir», y con la misma orfandad de buenas intenciones.

			La edad impone sus leyes, y cada día que pasa es más factible que el «No volverá a ocurrir» llegue a cumplirse, e incluso con la muerte obtendríamos la certeza absoluta de que así sería, pero ¿sería este el cauce adecuado para reconciliarse con los sufridos y pacientes súbditos españoles?

			Resueltamente no. Pedir perdón a través de un libro sería tanto como declarar por escrito, una opción que solo posibilita el viaje de ida, pero no el de vuelta; es decir, cierra la posibilidad de hacer repreguntas que pudieran poner contra las cuerdas al declarante; esto solo se admite en la Ley de Enjuiciamiento Criminal (en adelante LECrim) para casos muy contados, de los que yo siempre estuve en contra por mucho que me viera forzado a acatarlos, pero que siguen vigentes para que otros los cumplan aunque a ello se resistan.

			El señor emérito, por lo que a mí respecta, puede ahorrarse la molestia de tratar de reconciliarse con el pueblo. De un lado, hay una buena parte de este que no estaría reñida con él porque ¡cómo iba a creerse lo que de él se contaba! Hay otra que piensa que ¡quién no lo hubiera hecho estando en su lugar! Son los que normalizan la corrupción, los que la dan por hecha en cualquiera que ejerza un cargo público y se lamentan de que quizá ellos nunca lleguen a ejercerlo. Aunque sorprenda, muchos suelen ser de comunión diaria. Y hay otra parte, puede que la más numerosa, que tiende a compensar los errores con los aciertos.

			El problema es que no se trata de errores que pudieran justificarse por la falibilidad humana, sino de actuaciones ilícitas, deliberadamente encaminadas a engrosar su fortuna y a satisfacer una libido insaciable. Con este segundo objetivo yo sería bastante más condescendiente si no fuera porque, según se dice y estoy por creérmelo, muchas de sus actuaciones estelares se sufragaron con cargo a los caudales públicos por quienes desempeñaban el papel de alcahuetes. Yo nunca he sido juez de la moralidad de nadie, ni siquiera cuando ese nadie ostenta la más alta magistratura del Estado, aunque algo me dice que quizá no sea el proceder más recomendable. 

			

			No, nunca pueden equilibrarse con aciertos las actuaciones supuestamente delictivas —y lo de supuestas es por cubrir las espaldas de quien esto escribe porque nunca se sabe—. Tendría más sentido calificar de supuestos a esos aciertos, ya que abordar las opciones contrarias habría supuesto un suicidio político y la monarquía no estaba por la labor de despeñarse imitando precedentes históricos similares. 

			Dicen que nos trajo la democracia cuando podía haber seguido disfrutando del poder absoluto que había heredado de Franco, y ¡mira por dónde, lo que son las cosas!, tuvo el detalle de no hacerlo. Los españoles habíamos sido demasiado sumisos con Franco porque había ganado una guerra y, sobre todo, porque los que hubieran podido ejercer de opositores estaban bien muertos o exiliados a perpetuidad. ¿Acaso alguien piensa que Juan Carlos I podría haberse perpetuado en la dictadura orillando las legítimas aspiraciones del pueblo a una democracia? Esa opción no cabía, simplemente porque era absolutamente inviable, y, por tanto, nada hay que agradecer.

			Pero quedaba aún otro mérito del que echar mano. Nada más y nada menos que nos salvó del golpe de Estado que tuvo lugar el 23 de febrero de 1981. Hay demasiadas sombras sobre este episodio como para anotarlo contablemente en su haber. Después de cuarenta y cuatro años, todavía le está siendo sustraída a los españoles documentación trascendental bajo la excusa de la Ley de Secretos Oficiales, heredada como tantas otras cosas del régimen franquista. Mantener ocultas las circunstancias de ese golpe solo puede obedecer a que su conocimiento podría poner en entredicho la seguridad del Estado. Ahora bien, la seguridad del Estado es un concepto muy vago e impreciso, que no se altera por sí mismo como si tuviera vida propia si no es porque alguien, por acción u omisión, lo pone en riesgo. Entonces, lo que se está protegiendo en este caso no es al Estado, sino a la persona misma. 

			No todo el mundo tiene el potencial de que su actuación haga peligrar la seguridad de un Estado, de modo que sea necesario brindarle especial protección para que el remedio no sea peor que la enfermedad. Yo, que soy muy mal pensado y por demás nada monárquico, había centrado mi atención en el entonces rey, pero podría equivocarme, no sería la primera vez, y el futuro me iba a dar buena prueba de ello, aunque la culpa del error nunca fuera mía, sino de quienes lo habían propiciado con secretitos bien guardados. 

			Pero si no sería el rey, ¿quién otro podría ser? ¿Quizá estaban protegiendo a los ujieres del Congreso de los Diputados porque no pudieron o quisieron contener la masiva entrada de las huestes comandadas por quien también blandiera una de las espadas más relucientes de Europa? ¿A las señoras de la limpieza —en aquellos tiempos prácticamente todas eran mujeres— por no limpiar los cascotes que caían del techo a raíz de los disparos que cumplieron su finalidad de que, con muy honrosas excepciones, todos los diputados se afanaran en esconderse bajo los escaños? 

			Iba a elevar el nivel de quienes pudieran estar amparados por el secreto de confesión para incluir a algún que otro cargo político más relevante de quien echar mano cuando desayuno —cuando menos pesada se me hace la digestión de tanta inmundicia— con la noticia de que existen unas grabaciones en las que el galán de turno, máximo representante del Estado, agradece a Alfonso Armada su silencio tras salir de prisión y reprocha a Sabino Fernández Campos, en otro tiempo jefe de la Casa Real, que largara más de la cuenta —y precisamente tanta locuacidad le costó el cargo—. 

			

			En el juego de «Frío, frío, caliente, caliente», parece ser que ya voy mejor encaminado a la ruta obligada para encontrar lo que busco cuando, en referencia a los anteriores comentarios grabados, me entero a través de un libro de un tal Carlos Fonseca, titulado 23-F: la Farsa —¡qué acertado estuvo con el título!—, que Alfonso Armada fue expresa y personalmente autorizado por el entonces rey de España para que acudiera al Congreso de los Diputados a postularse como presidente del nuevo Gobierno que debía salir del golpe de Estado. Y no menos significativo fue que cuando Sabino le comunicó la entrada en el Congreso de las fuerzas invasoras, la respuesta del rey —sí, ese que luego abortó la revuelta armada y tanto le tenemos que agradecer por ello— fue: «Yo no quería tiros». 

			Quizá si algún día tiramos de los papeles secretos, como en otro tiempo se tiró de los papeles de Bárcenas, se desvanezcan nuestras dudas y malos pensamientos para saber, ya que si el rey no tenía en su agenda eso de pegar tiros, qué otra cosa podría tener.

			No obstante, por si todavía quedan este país personas que no suspiran por la monarquía todo lo que debieran, o que han visto frustradas su expectativa sobre lo que de ella cabía esperarse, es posible que ingenuamente aguarden a que ese libro del emérito ofrezca respuestas a sus interrogantes, aunque la incógnita sea ya mínima debido a lo que ya se sabe, y a la espera de que un día tenga lugar el milagro de que se abra el baúl de los secretos.

			La cuestión es si un libro, que para más inri parece ser que tampoco lo escribe quien se presenta como su autor, resulta el cauce adecuado. Sería como confesarse por escrito y que te mandaran la penitencia por correo.

			Lo correcto hubiera sido que el rey se hubiera prestado a declarar donde ciertamente le correspondía, que era ante un tribunal de justicia, del más alto grado si se quiere, pero ni la Fiscalía, ni la Abogacía General del Estado ni la Agencia Tributaria cayeron en la cuenta.

			Bueno, la Fiscalía hizo un amago, como cuando quien rehúye la pelea pide por favor que lo sujeten para no cometer una locura con el contrario. El resultado es que muchos ciudadanos han llegado a creer que Juan Carlos I había sido juzgado y declarado inocente. Los inocentes eran quienes así pensaban.

			Cuando se decide acometer una empresa, ya se trate del descubrimiento de un nuevo mundo o algo menos llamativo como colgar un cuadro, hay que tener muy claro qué medios habremos de destinar a la faena para que haya una adecuada proporción entre estos y el fin, de modo que evitemos tanto la ociosidad como el agobio en el empeño.

			No hay riesgo de equivocarnos si decimos que en esta labor estaban afanados cuatro fiscales del Tribunal Supremo, entre ellos su teniente fiscal, lamentablemente hoy fallecido, y faltaba por saber cuál era su cometido. Su empeño se reducía a establecer cuál era la fecha de comisión de unos hechos que parecían tener apariencia delictiva y en los que las malas lenguas atribuían decidida intervención al entonces rey emérito. 

			No se hacía necesario fijar la fecha exacta del comienzo de la actividad supuestamente delictiva, así como tampoco la del momento de su completa consumación, pues que no se trataba de valorar ningún iter criminis complejo, sino solo de establecer si había tenido lugar en un abanico temporal tan amplio como el que discurre entre el 22 de noviembre de 1975 y el 19 de junio de 2014, fechas que marcan el inicio y el final del reinado de don Juan Carlos de Borbón. Si algún dato se aproximara peligrosamente a una de esas dos fechas, obligaría a una valoración jurídica más detenida, pero nada de esto estaba llamado a ocurrir. No había lugar para ninguna diatriba de discutible interpretación cronológica: lo que se decía que había acontecido en esos casi cuarenta años correspondía al periodo de su reinado. 

			

			Habrían tardado no más de un fin de semana, quizá un par de días más si hubiera coincidido con un puente. En realidad, habría bastado con decir algo parecido a que, de conformidad a lo establecido en el artículo 56.3 de la Constitución —en la aberrante interpretación que le daban quienes a ello se venían dedicando—, el rey estaba autorizado para delinquir abiertamente sin tener que experimentar la admonición de una pena. Con su sola conciencia sobre la ética o la moral bastaría para no hacerlo. Sería tanto como dejar la cartera olvidada en el metro o la tarta a la salida de un colegio y confiar en que las encuentres al volver. Es lo que tiene depositar la confianza en la natural bondad del ser humano, que sobrarían los códigos penales, pero curiosamente solo cuando ello concurra en la persona del rey de España. 

			Para llegar a esta conclusión no precisaban los fiscales remitir comisiones rogatorias a Suiza ni reiterar su cumplimiento, al que el destinatario parecía resistirse. No hacía ninguna falta concretar cada hecho ni devanarse los sesos fijando su exacta naturaleza jurídica y, dentro de la hipotética penal, a qué tipo delictivo pudiera responder porque, fuera el que fuera, gozaría su autor del aplauso constitucional.

			Pero, claro, era muy fuerte decir que había indicios de que el rey incurrió en comportamientos delictivos, pero que estos no podían ser objeto de enjuiciamiento porque él, y solo él, gozaba del privilegio de la impunidad, y en consecuencia había que quitarle hierro al asunto.

			Ya lo hicieron los padres de la Constitución cuando decidieron escribir que la persona del rey era inviolable, en lugar de impune, que es lo que ha acabado siendo, y también lo hicieron la práctica totalidad de los políticos de aquel entonces cuando acordaron mantener la ambigüedad del término.

			Como llamar a las cosas por su nombre era pasarse de popular y la mediocridad de los plebeyos nunca entendería el exceso, había que buscar un argumento exculpatorio más democrático, algo que pudiera cuadrar con eso de que la ley y la justicia son iguales para todos sin excepción, que es lo que por ley natural e instinto estaríamos todos llamados a comprender. 

			Ahora bien, para llegar a eso había diversos caminos. Uno, el más entendible, era disminuir, e incluso suprimir si fuere posible, la carga de ilicitud penal del comportamiento de que se tratara. Siempre es preferible que te exoneren porque te consideran inocente que porque un óbice de procedibilidad impide tu condena, y tratándose de un rey mucho más. Otra vía sería la de dar por prescritos los delitos que pudieran imputársele aunque ello conllevara una velada censura a los poderes del Estado encargados de su castigo que, tratándose de quien se trataba, habrían optado por dejarlo deliberadamente para mejor ocasión. Optar por la prescripción de los delitos siempre sería una salida más popular y democrática que la de la inviolabilidad, pues no en balde la extinción de la responsabilidad criminal por la dejación de la persecución de los delitos, aunque no deja de causar siempre algún recelo, está recogida en el Código Penal y, por ello, queda al alcance de cualquier ciudadano en quien concurrieran sus requisitos. Más democrático imposible.

			Para aquellos casos en que la degradación del supuesto delito a acto lícito —o cuando menos indiferente— no fuera posible y tampoco cupiera obtener la exoneración de responsabilidad por la inactividad persecutoria, siempre cabría como último recurso la inviolabilidad del monarca, que, por muy indeseable que fuera por lo que tenía de absurdo y contrario a los más elementales principios del derecho, siempre sería una solución menos traumática para los amantes de lo instituido que presentar una querella contra quien fue en su día su jefe del Estado bendecido por la divinidad.

			Con este protocolo de actuación se llegaba al 5 de junio de 2020, en que la fiscal general del Estado atribuyó la instrucción de lo que se llamaban diligencias de Fiscalía —sobre una serie de hechos en los que parecía haber tenido significativa intervención el hoy rey emérito— al fiscal jefe de la Sección Penal del Tribunal Supremo don Juan Ignacio Campos. Lo mismo hizo por decreto de 18 del mismo mes al recibir la Fiscalía del Tribunal Supremo las diligencias de investigación 38/2018 que había incoado el 13 de diciembre de 2018 la Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada, al estimar que de lo actuado se deducían elementos de los que pudieran derivarse implicaciones penalmente relevantes para quien había sido el jefe del Estado. Estas diligencias de investigación tenían por objeto la investigación de un posible delito de corrupción en los negocios, derivado de la forma en que había tenido lugar la adjudicación de las obras de la fase II de la línea de ferrocarril de alta velocidad entre Medina y la Meca en Arabia Saudí.

			

			Muy claro debieron tenerlo los fiscales investigadores cuando, apenas transcurridos cuatro meses desde la asunción de las diligencias, ya advirtieron la inconsistencia de los indicios sobre la relación entre tal adjudicación, en octubre de 2011, y el ingreso el 8 de agosto de 2008 de 64.884.405 euros en la cuenta de la fundación LUCUM, ordenado por el rey de Arabia Saudí. 

			Parecía obedecer a la más inocente casualidad el que, tan solo ocho días después de que la Fundación Lucum se constituyera en Panamá, esta abriera una cuenta en una institución financiera suiza cuyo único beneficiario sería don Juan Carlos de Borbón. También sería una casual coincidencia, ajena a cualquier maliciosa interpretación, que ese mismo día la fundación fuera agraciada con una transferencia por importe de cien millones de dólares estadounidenses procedente del Ministerio de Hacienda de Arabia Saudí. También obedecería a una coincidencia carente de trascendencia jurídica que en el mes siguiente se iniciara el concurso para la adjudicación de la fase II de ese proyecto ferroviario.

			El Ministerio Fiscal desprecia la trascendencia de estas coincidencias y, sin necesidad de recibir declaración en calidad de investigado a don Juan Carlos de Borbón, pasando por alto lo que pudiera arrojar una instrucción judicial protagonizada por el magistrado que designara el Tribunal Supremo y adelantándose a lo que pudiera desvelar un eventual plenario de ese mismo órgano, decide que los elementos indiciarios sobre la comisión de un posible delito de corrupción en las transacciones comerciales internacionales tipificado en el artículo 445 bis del Código Penal, al tiempo de los hechos, en modo alguno merecen la interposición de una querella.

			Degradada, pues, ya a simple regalo la transferencia de los cien millones de dólares estadounidenses, de la que curiosamente ya no se esperaría contraprestación alguna, y desde la desvaloración jurídica que hace la Fiscalía a cohecho pasivo impropio de lo que aparentaba ser una comisión, como ya no cabía ulterior degradación que la convirtiera en lícita, se recurría al segundo elemento exculpatorio, que era la extinción de responsabilidad criminal por la inactividad procesal en el tiempo marcado por la ley, es decir, la prescripción del delito.

			Sobre la base de calificar como regalo lo que solo los malpensados definirían como comisión, también el Ministerio Fiscal descartaba el ejercicio de la acción penal por supuesto delito de blanqueo de capitales en atención a que la conducta dirigida a la ocultación de tal regalo supondría un supuesto de autoencubrimiento impune. Que alguien declare a Hacienda que ha recibido una comisión sería pedir demasiado, y un «regalo» también.

			Otro supuesto que encajaba en los que el Ministerio Fiscal calificaba como carentes de entidad penal consistía en las distintas transferencias habidas entre los años 2016 y 2019, por las que don Allen Sanginés-Krause, ciudadano británico y mexicano al mismo tiempo y, tanto de una manera como de la otra, amigo de don Juan Carlos de Borbón, benefició a este desde cuentas bancarias de su titularidad directa o indirecta, a través de don Nicolás Murga Mendoza, que en 2007 era ayudante de campo de la Casa del Rey. Su intrascendencia penal, que a la Administración Tributaria le debió pasar inadvertida, radicaba en que, debiendo cada donación tributarse por separado, ninguna de las cuotas en su momento impagadas alcanzaba la cifra de 120.000 euros que recogía el tipo penal. 

			

			Como puede apreciarse, el Ministerio Fiscal podía haberse ahorrado todo el derroche argumentativo del que había hecho gala acudiendo a la simple y elemental justificación de la inviolabilidad del rey, tanto para el supuesto delito de corrupción en las transacciones comerciales internacionales como para el de cohecho pasivo impropio y los añadidos de blanqueo de capitales y de fraude a la Hacienda pública por las citadas donaciones.

			Desbrozado el perfil de don Juan Carlos de Borbón de impurezas penales por el periodo que abarcaba su reinado, y despojado ya de su condición de inviolable para pasar a ostentar la de aforado, más acorde con su naturaleza humana aunque no del todo, quedaban algunas cuestiones por abordar. Una de ellas era la responsabilidad que pudiera haber contraído por las declaraciones tributarias del IRPF correspondientes a los ejercicios que iban de 2014 a 2018 y, en íntima relación con ellas, la eficacia exculpatoria de las declaraciones complementarias presentadas en febrero de 2021 por la representación de don Juan Carlos de Borbón.

			No vamos ahora a entrar en la dicción del artículo 305 del Código Penal, ni en concreto en su apartado 4, que es meridianamente claro, ya que viene a consagrar a través de una cuidada redacción la espontaneidad en el reconocimiento y completo pago de aquellas cuotas que inicialmente se defraudaron al fisco, y podemos concordar sin reservas la argumentación que al respecto había vertido la Fiscalía, incluso la referida al requisito cronológico, pero con algunas muy serias reservas en cuanto a este. 

			Se decía que era evidente que no existió notificación alguna por parte de la Agencia Tributaria sobre el inicio de actuaciones de comprobación e investigación, y esta afirmación era rigurosamente objetiva, pero conviene poner de manifiesto que si no las hubo fue porque nadie mostró el menor interés en practicarlas, no porque faltaran datos objetivos. De haber actuado la Administración Tributaria con un interés en algo asimilable al que se toma cuando controla a un pensionista, otro gallo cantaría. De entrada, le debía resultar ya familiar la rancia tradición del rey ocultadora al fisco de toda una larga serie de ingresos: la herencia de su padre; los cien millones de dólares estadounidenses que —llámese como se quiera, comisión, regalo o vaya usted a saber— recibió de Arabia Saudí, y por las que la Fiscalía Especial contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada había iniciado las diligencias de investigación 38/2018; las donaciones del empresario mexicano Allen Sanginés-Krause; los pagos realizados por la Fundación Zagatka por servicios que solo al rey emérito le fueron prestados, y una amplia fortuna remansada en paraísos fiscales, hechos todos estos ampliamente difundidos en los distintos medios de comunicación que, cuando menos debieran. Todos estos hechos fueron ampliamente difundidos en los distintos medios de comunicación, de modo que al menos deberían haber servido para iniciar actuaciones inspectoras, con independencia del resultado que pudieran arrojar.

			El apartado 4 del artículo 305 del Código Penal viene a convocar una especie de carrera para ver quién llega primero para abordar la persecución del delito contra la Hacienda pública: si el obligado tributario para regularizar o la Administración Tributaria; la Abogacía General del Estado o la de la Administración Autonómica; el Ministerio Fiscal, el juez de Instrucción o la Hacienda pública. La secuencia de fechas ponía de manifiesto que no era que el rey emérito se hubiera dado mucha prisa por regularizar y contribuir, aunque fuera tardíamente, al sostenimiento de las cargas públicas, pues eso nunca le quitó el sueño, sino que los demás participantes habían abandonado la carrera antes de empezarla.

			

			De cara a impedir la exoneración de don Juan Carlos por las regularizaciones efectuadas por su representante, la Fiscalía restaba trascendencia a dos notificaciones, de 24 de junio y 6 de noviembre de 2020, que le hizo a aquel de los sendos decretos de incoación de diligencias, aduciendo que ninguno de ellos se hacía extensivo a delitos contra la Hacienda pública que hubiera que investigar.

			Antes que nada, decir que el texto de ambas notificaciones no se hacía el menor eco de ese delito, pero tampoco de ningún otro. No recogía qué hechos estaban llamados a ser investigados, como tampoco se aventuraba a su calificación jurídica, por lo que con su sola lectura resultaba imposible saber qué ámbito concreto habrían de tener esas investigaciones. Si estas no se hicieron extensivas a ocultaciones tributarias perfectamente adivinables, sería porque no se desearía hacerlo, pero esto no impidió que la Fiscalía recabara el auxilio de la Agencia Tributaria —que le fue prestado en el ámbito de la Oficina Nacional de Investigación del Fraude—, por lo que los mismos reparos que se le han hecho a la Agencia Tributaria serían perfectamente trasladables a la Fiscalía.

			De cualquier manera, si el delito contra la Hacienda pública hipotéticamente cometido por el rey emérito no tenía cabida en las diligencias número 40/2020 de cara a su investigación, tampoco habría de tenerla ahora para tratar de justificar su inexistencia. Si era ajeno a ellas, ha de serlo para lo uno y para lo otro.

			De todas formas, pienso que, por mucho interés que el Ministerio Fiscal haya venido mostrando desde siempre por asumir la instrucción de los delitos en general, como ese momento todavía no había llegado, la realidad era que debían ser los jueces y magistrados —en concreto, los del Tribunal Supremo— quienes habrían de tener la última palabra sobre la responsabilidad penal en que hubiera podido incurrir don Juan Carlos de Borbón. En principio, aunque fuera escasamente probable, nada impediría que el Tribunal Supremo pudiera asumir la competencia para su instrucción y, dado el principio acusatorio que rige en la fase de juicio oral —si a él se llegara, lo que también parecía improbable—, tendría que contar con un acusador popular que supliera la ausencia ya anunciada del Ministerio Fiscal y que se arriesgara a que le fuera aplicable la doctrina Botín, que eso de acusar en solitario casi nunca está bien visto.

			Izquierda Unida y Òmnium Cultural asumieron ese arriesgado papel y presentaron sendas querellas ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo por supuestos delitos contra la Hacienda Pública contra el rey emérito, pero su recorrido fue escaso, ya que ambas fueron inadmitidas a trámite por un auto del mes de febrero de 2021. Se basaba la sala en que las querellas reproducían básicamente el contenido de informaciones de prensa, y que para abrir una causa penal se precisaba algo más, ya que «con carácter general, una noticia por sí sola, no legitima a ningún accionante popular para convertir el relato periodístico en un relato de hechos punibles desencadenantes del proceso penal. Los juicios de valor de quien pretende ejercer la acción popular no convierten la noticia en delito».

			Estaríamos de acuerdo con esa fundamentación si las noticias de prensa se hubieran limitado a recoger bulos, chismorreos de portería o simples opiniones de desafectos hacia la monarquía, pero distaba mucho de que fuera así. Se hacían eco de muy variadas irregularidades tributarias en las que había incurrido el padre de Felipe VI y que bastaría un simple requerimiento a la Agencia Tributaria para su cabal comprobación, pero que la Administración de Justicia tomara cartas en el asunto sería pedir demasiado. Por lo tanto, era absolutamente falso que en ese momento la Justicia hubiera exonerado al rey emérito, ya que se limitó a rechazar sin más las querellas presentadas pero sin entrar en el fondo del asunto.

			

			Pero, claro, esta afirmación pertenece al pasado. Ya terminado el libro y pendiente de su impresión acontecen hechos novedosos y, si se quiere que esté actualizado hasta donde las circunstancias lo permitan, no se han de desaprovechar las que se vayan presentando.

			Juristas e intelectuales de indudable prestigio, tales como el expresidente de la Audiencia Nacional, Clemente Auger; el exmagistrado del Tribunal Supremo José Antonio Martín Pallín; el que fuera jefe de la Fiscalía Anticorrupción, Carlos Jiménez Villarejo; la viuda de José Saramago, Pilar Sánchez, o los filósofos Josep Ramoneda y Santiago Alba, constituyéndose como acusación popular, presentaron ante la Sala Segunda del Tribunal Supremo querella contra el rey emérito a quien imputan cinco delitos contra la Hacienda Pública en su modalidad agravada cometidos en los ejercicios fiscales comprendidos entre los años 2014 y 2018 por entender que cuando el rey emérito llevó a cabo las dos regularizaciones fiscales, una primera de 600.000 euros y otra segunda de algo más de cuatro millones ya había recibido dos notificaciones previas y se le había ofrecido la posibilidad de personarse en el procedimiento y, en consecuencia, no se trataban de regularizaciones espontáneas como exigía el apartado 4.º del artículo 305 del Código Penal para que se produjera la exoneración punitiva que, sin embargo, la dio por buena la Fiscalía del Tribunal Supremo para archivar en marzo de 2022 las diligencias que abrió en 2020.

			Antes de adoptar una decisión la sala, dio traslado de la querella al Ministerio Fiscal para que emitiera un informe, trámite al que no venía obligada, y aquel, como era de esperar, no iba a contradecirse y lo hizo interesando la inadmisión de la querella. La sala se esmeró en cantar las excelencias de la investigación interna que en tiempo anterior había llevado a cabo la Fiscalía como si se tratara de una cosa juzgada sobre la que ya no cabía volver a entrar, pero en absoluto mostró su propio criterio sobre las controvertidas regularizaciones, aunque reconoce que en ellas mediaron errores formales a lo que resta importancia a efectos exoneradores y recuerda a los querellantes la doctrina consolidada sobre los límites de la acción popular que no puede sustituir la iniciativa del Ministerio Fiscal. 

			Si la sala se está refiriendo a la doctrina Botín, entiendo que no es aplicable al caso porque la acción popular es completamente autónoma y no está subordinada a la que pueda ejercer el Ministerio Fiscal, y por tanto perfectamente hábil para la incoación de una causa y abrir una investigación con su sola personación si la Administración de Justicia estuviera por la labor.

			Volviendo a la «reconciliación», en cuanto a mí, no me creo merecedor de que me dedique ni una sola línea de su libro, pero, como cuando cité a prestar declaración en calidad de imputada a su hija me dirigió la lisonja de que no entendía mi proceder —reproche que considero legítimo desde su posición de padre más que de rey—, y su jefe de la Casa Real me recomendó que me diera prisa en la instrucción —admonición esta última que bien podía haber trasladado al Gobierno de turno para que proporcionara más medios—, a lo mejor se le ocurre rememorar la cuestión. De cualquier modo, ninguna de estas intervenciones, con independencia del fin que persiguieran, supuso en mí absolutamente ninguna presión, tal como reiteradamente he venido afirmando en cuantas ocasiones me lo han preguntado. Trataré ahora de explicarme algo mejor por si en su día no lo conseguí.

			Este libro no es periodismo de investigación. Tratar de emular a Ernesto Ekaizer sería una temeraria imprudencia. No lo es porque, aparte de que no soy periodista, tampoco hay nada que investigar hoy. Simplemente es la historia de una investigación que hace años finalizó con el resultado que cada uno desee valorar, porque el oficial, aun asumiendo que es el único que vale a los efectos prácticos, quizá no nos haya dejado totalmente satisfechos.

			

			Ser profesor e impartir enseñanza mediante una retribución no es nada noticiable, pero, si se busca en esa actividad alguna motivación que no sea la puramente crematística, se la podría encontrar en el placer de hacer partícipes a los demás de tus conocimientos o, más egoístamente, en el de lucirte ante ellos mostrando una cierta superioridad. Yo, que he sido durante más de veinte años profesor de Derecho del Trabajo en la Escola Universitaria de Relacions Laborals de Palma, y seguro que he participado de las dos tendencias, nunca pretenderé en este libro impartir clases de nada y menos de Derecho, pero no podré evitar que, para evitarle al lector buscar información externa sobre ciertos términos, trate de aclararlos de la manera más llana posible.

			Este libro bien lo pudiera haber escrito cualquiera, y posiblemente con mayor calidad literaria. Naturalmente, me refiero a cualquiera que estuviera familiarizado con la causa. Por supuesto que lo podrían escribir los abogados que intervinieron. También las propias partes y, cómo no, los periodistas que hicieron el seguimiento y se encontraban a diario acampados en los pasillos, entradas y salidas del juzgado instructor. Lo ideal sería que se ajustasen al rigor de la causa, sustituyendo mis experiencias personales por las suyas, que podrían ser incluso más interesantes.

			Aquí se cuenta la verdad. Con rigurosa fidelidad en cuanto a mis propias intervenciones o las de otros en las que yo haya estado presente, salvo que la memoria de un anciano me pueda jugar una mala pasada. De objetiva verdad en tanto de los documentos venidos a la causa y declaraciones de investigados y testigos haya tenido por acreditadas determinadas situaciones Y con objetiva verdad en relación con los documentos de la causa y las declaraciones de investigados y testigos, en la medida en que han dado por acreditadas determinadas situaciones. 

			Tómese el lector las conversaciones solo como ciertas en su relevante eje central; en lo demás son puramente imaginadas, simplemente para hacerlas más digeribles al lector, porque este libro es algo más que un sumario de algo que efectivamente existió. Deseo recalcar esto porque no me gustaría herir sensibilidades de nadie y, menos aún, ser destinatario de una querella, a las que estoy acostumbrado, pero desde atalaya bien distinta.

			Las actas de las declaraciones judiciales, incluidas las más extensas, solo recogen lo que quienes las redactaron creyeron que era más útil a los fines con que se tomaron, pero son frías, marmóreas, inexpresivas, y poco tienen que ver con la realidad en que se dieron. 

			Este libro pretende que cada capítulo sea lo más homogéneo posible, pero, como los acontecimientos se iban amontonando sin guardar consideración alguna a la uniformidad, no se podrá evitar que en algunos capítulos se narren acontecimientos que poco o nada tienen que ver con su título.

			Una recomendación a modo de guía. Busquen donde busquen, no encontrarán indiscutibles protagonistas que merecieran serlo en todo momento de la tramitación de la causa. En ocasiones, el protagonismo recaía en el Ministerio Fiscal encarnado en Pedro Horrach; en otras, en la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Palma, cuyo líder indiscutible era Diego Gómez-Reino, a quien pido perdón por el marrón que durante tanto tiempo tuvo que asumir resolviendo recursos; en algunas más, será la Agència Tributària de les Illes Balears, capitaneada por su delegado don Raúl Burillo Pacheco, a quien tanto admiro; en otras, la Delegación Especial en Cataluña de la Agencia Tributaria, de la que en este momento no recuerdo quién era su capitán; en otras ocasiones, el Grupo de Delincuencia Económica de la Jefatura Superior de Policía de Baleares; en otras más, la Sección Primera de la Audiencia Provincial, y finalmente, por si quedara alguna plaza vacante, el juez instructor. Ninguno tenemos derecho a atribuirnos los aciertos a jornada completa, ni tampoco la obligación de cargar con los errores, que de todo ha habido. Somos sombras y luces, lo propio de la naturaleza humana. Me queda pedirle perdón a mi muy querido Paco Martínez Espinosa, decano de los juzgados de Palma, quien se batió el cobre para que todos hicieran el mismo recorrido para llegar al juzgado. Yo hubiera acatado cualquier decisión que él tomara, pero tomó la correcta.

			

			A todos ellos deseo agradecer y pedir simultáneamente perdón por el papel que tuvieron que asumir, con una especial mención también a quien siempre estuvo a mi lado, Carlos García, funcionario del Cuerpo Ejecutivo del Servicio de Vigilancia Aduanera, NUMA 3173. 

			Por último, pido perdón a los lectores por lo farragosa que pueda resultar la lectura de este libro. Resumir los sesenta y cinco mil folios que contenía esta pieza no es tarea fácil. Hacerlo de manera comprensiva a los no versados en derecho, casi imposible, y si además se pretende que se haga de manera amena, imposible del todo.

		

	
		
			1

			El inicio

			Hay quienes afirman, con la misma rotundidad y obstinación que tienen aquellos que dicen que la tierra es plana, que la suerte acaba siempre por repartirse. Incluso yo en algún momento también lo he creído, pero la realidad me demuestra día a día todo lo contrario. Y, si no, que se lo pregunten también a Carlos Fabra, que fue agraciado con la lotería nada menos que siete veces y con la minucia de algo más de dos millones de euros, coincidiendo con su cargo de presidente de la Diputación de Castellón. Había que ser mal pensado para no creerlo. Hace muchísimos años, tantos como para que yo me pudiera con razón sentir demasiado joven, se exhibió una serie que se llamaba Silencio, estrenamos, dirigida e interpretada por Adolfo Marsillach, quien hacía una divertida censura de la propia censura del régimen, a propósito de una obra titulada La honradez recompensada siempre en España. Sería un bonito epitafio para su trayectoria, y es que la eficacia en la gestión de los fondos públicos al final resulta siempre generosamente premiada.

			

			Los juzgados no son una excepción y la suerte se resiste a repartirse, a veces con algo de colaboración humana. Si un juez es remilgado —y puede que lo sea con toda la razón— a la hora de conceder autorizaciones para diligencias de entrada y registro o intervenciones telefónicas —que son las peticiones más frecuentes—, o el letrado de la Administración de Justicia de turno pone reiteradas trabas en su ejecución, el resultado será que a la larga ese órgano acabará siendo descargado de ese tipo de solicitudes que, salvo casos urgentes que no admitan demora, serán presentadas ante juzgados más condescendientes. Algo parecido ocurría con la presentación ante el juzgado de guardia de atestados cuando había detenidos, ya que se podía jugar con los plazos imperativos para la privación de libertad.

			Siempre había sido una constante de las juntas de jueces —yo diría que la primera si no la única— evitar que se pudiera elegir al juez que habría de instruir tu asunto o, lo que era más frecuente, desvincularse de aquellos que te resultaran incómodos, y eso se lograba a través de un continuo perfeccionamiento de las normas de reparto. No recuerdo orden del día en que no se propusiera alguna modificación con la pretensión de que se diera al traste con todas estas situaciones que generaban un reparto de asuntos injusto por la desigual carga de trabajo que generaban.

			—Jooodeeer, otra querella de la Fiscalía Anticorrupción. No hay derecho, así no hay quien viva. Todas caen en este juzgado, y los demás tan contentos y felices. 

			Este era uno de los comentarios a gritos que se podían oír del secretario de un juzgado cualquiera cuando la desgracia se cebaba con él y se sospechaba que pudiera haber una mano negra que moviera los hilos de lo que se suponía que habría de ser aleatorio. Este grito no era de socorro, sino de rabia. Era una manera de desahogarse, pero con escaso resultado práctico, porque la causa ya le había sido repartida, y anular su atribución no sería bien aceptado por el nuevo juzgado al que se la endosaran. Ir contra los designios de la suerte es complicado.

			Como a un juzgado le cayeran dos causas seguidas sobre corrupción, se arruinaba su normal marcha, ya de por sí bastante arruinada. La Junta de Jueces de los Juzgados de Instrucción de Palma tomó cartas en el asunto y decidió crear en las normas de reparto un nuevo apartado, ubicado entre las «excepciones y particularidades», que las ampliaba a las querellas promovidas por la Fiscalía Anticorrupción. Estas se repartirían por un turno aparte de forma aleatoria entre aquellos juzgados a los que no se les hubiere repartido antes otra causa del mismo tipo.

			De esta manera, un órgano judicial que ya hubiera sido agraciado con una querella de la Fiscalía Anticorrupción podía respirar tranquilo en la seguridad de que hasta que todos los demás no estuvieran en su misma situación, su bola no volvería a entrar en el bombo, lo que en aquel entonces ocurría con inusitada frecuencia por dos razones: la primera porque había corrupción para dar y tomar, y la segunda porque para combatirla se habían afanado prestigiosos y laboriosos fiscales que no descansaban.

			Entretanto, a aquellos juzgados a los que el destino había librado por el momento de este tipo de causa no les llegaba la camisa al cuerpo a la espera de lo que pudiera caerles encima. Uno de ellos era el de instrucción número 3 de Palma; aunque ya contaba con una dilatada tradición de instrucciones complejas, como no habían tenido su inicio por querella de la Fiscalía Anticorrupción, no contaban.

			Era el 27 de agosto del año del Señor —más bien del diablo— de 2008 y el cielo aún no amenazaba tormenta. Era un mes en el que por prescripción de las alturas todos los funcionarios habían de disfrutar sus vacaciones, pero manteniendo cierto retén por si se producía algún evento de atención inaplazable, más aún cuando en los juzgados de instrucción tales eventos eran lo habitual y para la práctica de diligencias de investigación, que era el grueso de su competencia, eran hábiles todos los días del año. Además, siendo domingo, en la planta segunda del edificio de la avinguda d’Alemanya 5 la ausencia de bullicio era más que significativa. Todo parecía apagado y quizá por ello su voz resonó más de lo habitual.

			

			—¡Pepeee! —A mí todo el mundo me conoce como tal, pero sin tantas es. Lo de señoría lo reservo para aquellos actos en los que hay que dar apariencia protocolaria, que son los menos—. Mira lo que nos ha entrado; por favor, dime si a esto hay derecho.

			Así vociferaba una mujer que de ordinario se distinguía por sus buenos modales, que rara vez se crispaba, de voz aterciopelada y más que candidata a locutora de radio si no fuera porque se empeñó en ser otra cosa menos grata, secretaria judicial, y, además, del juzgado de instrucción número 3 de Palma, al que yo ya llevaba enganchado desde el año 1991. Y digo enganchado porque el derecho tiene muchas ramas, y yo ya había hecho alguna que otra cata en civil, familia y social, pero, salvo en esta última, por la que acabé mostrando un especial interés, ninguna me atraía tanto como la penal. 

			Pienso ahora, que me sobra tiempo para hacerlo, que puede que se debiera a que quizá no me interesara tanto disertar sobre el derecho como la fijación de los hechos que había que investigar, de tal manera que yo me encargaría de fijarlos indiciariamente mientras otros les aplicarían las normas. Tendía más a inspector de policía que a jurista. Es posible que nunca me interesara formar parte de un tribunal colegiado, y menos aún aspirar a puestos que no fueran los que me brindaba la rigurosa antigüedad. Lo de los méritos está muy bien en teoría, pero en la práctica… Prefería equivocarme en la más absoluta soledad, que en alguna ocasión también puede que me ayudara a acertar, y atribuirme en exclusiva el mérito.

			Quien así reclamaba mi atención era Lourdes Peña Aranguren, vasca de nacimiento, y eso, aunque no sea bueno ni malo, en Mallorca tenía su importancia, porque, aun no siendo de aquí, tampoco era «puta forastera» como yo, calificativo con el que solo se honraba a los andaluces y murcianos. Había dejado huella como secretaria en distintos órganos judiciales. 

			Ser secretario/a tenía un deficiente predicamento entre el pueblo llano, que con frecuencia creía que lo era del juez y no del órgano. Quizá por ello en la actualidad han pasado a denominarse letrados de la Administración de Justicia, cambio de nombre que, hasta donde yo sé, no ha conllevado una modificación sustancial de su cometido. Como ese cambio aconteció mucho más tarde, la seguiré llamando secretaria, y que por ello se entienda que era la del juzgado y no la mía.

			Lourdes no bebía, ni creo que beba, me refiero a algo que tuviera alcohol. Ni tan siquiera tomaba una porción de tarta al whisky. Bajo ningún pretexto, por muy encolerizada que estuviera, la oí pronunciar un taco. Por esa actitud —en los dos aspectos tan contraria a mí, siendo yo ateo con alguna que otra duda y bebedor más que ocasional—, precipitadamente la califiqué como «un pedazo de iglesia». Tardé más tiempo de la cuenta en salir de mi error.

			Ante el reclamo, acudí sin pensarlo a su llamada de auxilio; su despacho lindaba con el mío, el encuentro sería instantáneo.

			—¿Qué te pasa? ¿A qué viene en ti esa alarma, tú, que no te alarmas por nada? Algo gordo debe de ser.

			—Míralo por ti mismo y ya me dirás. —Y con cierto desplante deslizó hacia mí un tocho de folios amorosamente unidos por un artilugio de papelería como si se tratara de un matrimonio de los de antes, de los que estaban para durar. 

			

			Acepté el reto y lo que allí había, a reserva de que lo estudiara con más detenimiento, era una querella de la Fiscalía Anticorrupción que había tenido entrada el día anterior en el juzgado de instrucción número 8, seguro que por estar en funciones de guardia, y que había sido repartida al 3 en virtud de ese turno especial de querellas de Anticorrupción con el que se habría de cubrir el cupo de los privilegiados que estábamos huérfanos de causas de este tipo. Ese mismo día ya había sido registrada con el número de diligencias previas 2677/2008, tan difícil de olvidar como el Gordo de la lotería con el que hubieras sido agraciado.

			Se trataba de una querella interpuesta por la Fiscalía Anticorrupción contra los hermanos Jaime y Luis García-Ruiz Guasp, Jorge Moisés Marín, Miguel Romero de la Cerda y «cualquier otra persona que en el curso de las investigaciones apareciera como responsable de los delitos que se estaban investigando», anuncio premonitorio este que absolutamente nadie, y ahí me incluyo, podía prever la dilatada extensión que llegaría a tener.

			Para los no versados en derecho procesal, les diré que una querella es un paso más avanzado que una denuncia. En esta el denunciante se desvincula por completo de su tramitación y resultado. Su único compromiso es que los hechos denunciados sean subjetivamente veraces; si objetivamente lo son o no, será objeto del proceso. En cambio, el querellante toma parte activa en el procedimiento, puede proponer diligencias de investigación, se ha de contar con él durante toda su tramitación y está legitimado para interponer recursos. Hay bastantes más diferencias, pero con estas basta, que este libro no habrá de ser un manual de derecho.

			Así rezaba el escrito, y los delitos que investigar eran malversación de caudales públicos, prevaricación, cohecho y fraude a la Administración, todo ello en relación con la construcción del velódromo Palma Arena, calificativo bautismal por el que para los restos fue conocida, tanto oficialmente como por los medios, la causa.

			—Lourdes, no te quejes, que alguna vez nos tenía que tocar. Hasta ahora nos hemos librado, y, mira por dónde, que eso hemos ganado. Me lo tengo que leer a conciencia, pero, por lo que veo —iba transitando por las hojas, pero sin demasiado detenimiento—, se trata de investigar el sobrecoste del velódromo Palma Arena. Tampoco es tan complicado. Todo consistirá en analizar toda la serie de contrataciones que hayan tenido lugar en su seno, estudiar si se acomodaban a la legislación sobre contrataciones de las administraciones públicas, porque cada una tiene sus requisitos, investigar si los costes se ajustan a los precios de mercado, que no seré yo precisamente el que tenga que decidirlo porque para eso contaremos con peritos en cada ramo, quienes se encargarán del grueso del trabajo, y asunto resuelto. Lourdes, pan comido, que te lo digo yo. —Y nada más decirlo ya quedé extenuado.

			Tras esta perorata, de la que yo tampoco es que estuviera demasiado convencido, me fui a mi cubil a estudiar aquello que había anunciado como tan elemental, los 125 folios de la querella junto con sus anexos, para decidir si se admitía o no, dilema que era más teórico que real, ya que no se conocía caso en que una querella de la Fiscalía hubiera sido rechazada de plano.

			Por supuesto que esta tampoco lo fue. Al día siguiente dicté una resolución en forma de auto, que es un tipo de resolución motivada, admitiendo a trámite la querella, acordando la práctica de unas diligencias que había solicitado el Ministerio Fiscal, entre ellas la intervención de unos números de teléfono, y decretando el secreto de las actuaciones. 

			En un juzgado hay causas rutinarias cuyos pasos son perfectamente predecibles y los funcionarios los conocen sin necesidad de que ni la secretaria ni el juez les marquen el camino a seguir, utilizando para ello una modelación informatizada plagada de innumerables errores, tanto jurídicos como de sintaxis, que, según se rumoreaba, habían redactado unos magistrados del Tribunal Supremo por encargo del Ministerio de Justicia, extremos estos que nunca tuve el menor interés en comprobar.

			

			Este modo de funcionar no era aplicable a determinadas causas que por su complejidad, volumen y número de partes personadas difícilmente se podían ajustar a modelos estandarizados. Además, en caso de recurso, los órganos superiores, quienes ya los habían venido utilizando en el día a día cuando todavía no habían alcanzado tan alto grado, paradójicamente los solían rechazar por estereotipados. Estas circunstancias aconsejaron que la tramitación de estas diligencias la asumiera personal y directamente yo, delegando en la oficina judicial solo la labor notificadora de cuantas resoluciones se dictaran. 

			Pero ahí se concentraba un problema de gran envergadura. La instrucción de una causa en la mayoría de los casos se centra en investigar hechos y subsumirlos bajo una norma, y para eso la judicatura, aunque sin exageraciones, ya está preparada, pero cuando llega a una macrocausa los problemas se multiplican y son de distinta índole. Para ellos ni la LECrim, ni el Consejo General del Poder Judicial, ni el Ministerio de Justicia ni el Tribunal Superior de Justicia de tu entorno, ni, por supuesto tampoco, la gerencia territorial del Ministerio de Justicia más próxima te facilitan ninguna solución. Eres tú el que te las tienes que apañar como puedas buscando soluciones que —estando o no dentro de la ley, eso ya era lo de menos— faciliten una salida.

			Salvo error u omisión, que ya adelanto estoy dispuesto a aceptar, las diligencias de instrucción del caso Palma Arena, sumadas la causa principal, sus 28 piezas separadas y tres subpiezas, los 102 anexos, las piezas sobre responsabilidades pecuniarias e incluso una del Tribunal del Jurado que no podía faltar, alcanzaron los 116.807 folios. Acercándose las partes personadas a la treintena, o quizá la superaran, y, siendo obligación ineludible del juzgado dar traslado a todas ellas de cuantos escritos y documentos que los acompañaran sean presentados, si esto se hubiera hecho mediante fotocopias, aparte del trabajo y gasto para obtenerlas, estaríamos hablando de nada menos que cerca de cuatro millones de páginas, suficientes como para dejar pelada buena parte de nuestros bosques.

			Esa dimensión ya requería que se buscase solución a un problema que de jurídico no tenía absolutamente nada y que, por tanto, debería haber sido oportunamente solventado por quienes tenían la obligación de dotar de medios materiales a la Administración de Justicia. 

			Como las distintas instancias a las que acudí se desentendieron de la cuestión, busqué refugio en mi personal improvisación dejando en segundo plano si la solución que encontrara tuviera o no suficiente cobertura legal. Me bastaba con que tuviera eficacia práctica, y la encontré. Entre las empresas que se dedicaban a escanear digitalmente documentos, encontré una llamada Impresrapit. A quienes tienen inclinación por pensar mal, y confieso que yo sería uno de ellos, les diré que de su existencia tuve conocimiento solo a través de internet y descarto haber tenido previamente el menor vínculo personal con sus dueños o directivos.

			Asegurándome de su seriedad y discreción, les encargué el trabajo de ir escaneando los distintos tomos que yo personalmente les iría llevando, pero, si bien el problema técnicamente parecía estar resuelto, faltaba un pequeño detalle: ¿quién habría de hacerse cargo de las facturas que periódicamente se generaran? Como, por la experiencia acumulada, sabía que en ese terreno tenía todas las de perder, llegué a un acuerdo con los letrados de las distintas partes personadas hasta entonces: ellos sufragarían el coste entre todos, lo que también tenía cierta lógica, ya que así se ahorrarían tener que hacer la digitalización por su cuenta para no tener que convertir sus despachos en un almacén de papeles y manejarse más fácilmente con la causa.

			

			Gracias a estos periódicos contactos, sin los cuales no hubiera podido tramitar la causa o lo hubiera hecho con bastante más retraso, acabé por entablar amistad con su dueño, José Milian Prades, y con Manuel Castillo Martín, que era quien físicamente se encargaba del trabajo, a los que tengo en gran estima, a pesar de que transcurridos unos años, coincidiendo con que el Ministerio de Justicia proveyó a cada uno de los juzgados de un escáner lo bastante eficiente, cesaron en la prestación de sus servicios. 
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			Todo iba sobre ruedas, hasta el Palma Arena

			No seré yo quien cuestione la valía de Pedro Horrach, el fiscal de Anticorrupción al que se le había asignado el caso Palma Arena. Lo había conocido con ocasión de intervenir en algún que otro juicio de faltas —ahora se llaman delitos leves—, y lo único que me llamó la atención fue su voz nasal muy bien timbrada, que es una cualidad que siempre he envidiado. Nací con esta voz aguardentosa, cazallera, de cantaor de flamenco, si es que supiera cantar. Los tres hermanos la heredamos de nuestro padre. En realidad, fue nuestra única herencia.

			Como decía, nada noticiable de sus intervenciones, como tampoco a él le parecerían las mías. Para cada cual pasaríamos sin pena ni gloria. Claro que un juicio de faltas no es el escenario más propicio para el lucimiento, y si encima no son de tu agrado, mejor me lo pones. No creo que nadie disfrute celebrando juicios porque las desgracias y flaquezas humanas no son motivación para que nadie se lo pase bien con ellas, pero hay juicios que te gustan menos que otros y me daba la impresión de que a Pedro Horrach los juicios de faltas le sabían a poco. Era solo una impresión que se contraponía a mis preferencias porque para mí esos juicios eran los auténticos barómetros sobre el funcionamiento de la Justicia. Pasar

			

			
			
			
			
			
			
			

			
			
			
			
			
			
			

			
			
			
			
			
		

	
      
         

		  EL JUICIO QUE CAMBIÓ PARA SIEMPRE
LA HISTORIA DE ESPAÑA
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         Frente a los in  nitos relatos sobre la supuesta altura moral de la
monarquía y del emérito Juan Carlos I resuena una verdad: la del
peso de la justicia. Desde el mismísimo tribunal en cuyo banquillo
se sentaron por primera vez en la historia varios miembros de la
familia del rey, el juez José Castro nos revela los secretos de una de
las investigaciones más mediáticas y complejas jamás instruidas.

		   

         EL TESTIMONIO DEL JUEZ QUE SE ATREVIÓ
A DEFENDER QUE NADIE ESTÁ
POR ENCIMA DE LA LEY

		   

         Con un estilo analítico y mordaz, Castro nos habla de cómo la
corrupción se in  ltra en las instituciones y cómo la justicia
puede ser la última barrera ante el abuso de poder. Este libro
es más que un análisis del caso Nóos: es un ejercicio de responsabilidad
cívica.

		   


         LA LUCHA POR LA DIGNIDAD DE
LA JUSTICIA EMPIEZA POR NO TEMER
EL CAMINO A LA VERDAD
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por oposición al Cuerpo Especial de Instituciones
Penitenciarias, lo que le llevó a trabajar en
la prisión de Carabanchel, primero, para luego ser
destinado al Centro de Cumplimiento de Córdoba
y un año después a la prisión Modelo de Barcelona.
Preparó la oposición de secretario de juzgado comarcal
y, simultaneando con su ejercicio, preparó
la de juez. Desde entonces, ha servido como tal en
los juzgados de Marchena, Fregenal de la Sierra,
Dos Hermanas, Arrecife de Lanzarote, Sabadell y
Palma durante varios años como magistrado de
lo Social para pasar al Juzgado de Instrucción 3,
donde desempeñó su labor ininterrumpidamente
durante más de veintisiete años. En ese tiempo,
tuvo la oportunidad de instruir casos bastante
sonados, como fueron, entre otros, Calvià, Hora
Nova, Martín Ferriol, Cuadros, Son Dureta, Palma
Arena y el de la adjudicación de la construcción
del Hospital Universitario Son Espases.
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